PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

ARTÍCULO 1°: Modificase el primer párrafo del artículo 1° de la Ley N° 10.559, y modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Las Municipalidades de la Provincia recibirán en concepto de coparticipación el 17,5% (diecisiete con cincuenta por ciento) del total de ingresos que percibe la Provincia en concepto de impuestos sobre los Ingresos Brutos no descentralizados al ámbito municipal, Impuesto Inmobiliario Urbano, Impuesto a los Automotores, Impuesto de Sellos, Tasas Retributivas de Servicios y Coparticipación Federal de Impuestos”

ARTICULO 2°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

Los municipios reciben de la provincia dos tipos de recursos: los que provienen de los impuestos provinciales y aquellos originados en el régimen de Coparticipación Federal.  Estos ingresos más los generados por los tributos municipales propios -tasas, derechos y contribuciones especiales-, completan el elenco de recursos municipales con los cuales los gobiernos locales financian sus erogaciones. Estos no son sólo números que se reflejan en partidas presupuestarias, por el contrario, más allá de las cifras, se trata de recursos imprescindibles a la hora de desarrollar las políticas públicas propuestas. Representan la diferencia entre poder desarrollar las políticas públicas propuestas y comprometidas o incumplir con ellas. Es la brecha entre hacer o no hacer.
Generalmente, el debate en torno a la coparticipación federal se ha centrado en la cuestión de que la riqueza que proviene de la provincia no vuelve a ella por aplicación del mecanismo de coordinación vertical que las partes se comprometieron a aceptar.

Sin embargo, además de esa percepción del problema, existen otras aristas. Mientras que la Nación y las provincias debaten la cuestión de sus relaciones fiscales ¿qué sucede con los municipios? Ellos también forman parte de esta Nación, que ha elegido para organizarse institucionalmente la forma de una república representativa y federal.

La agenda municipal se ha venido ampliando para satisfacer diversas necesidades de los vecinos, quienes ya no sólo esperan que los gobiernos locales cumplan con sus competencias tradicionales.  Buscan su crecimiento económico, fundan parques industriales, promueven las exportaciones, cuidan de sus habitantes, los educan, les dan salud y seguridad. Se preocupan por la protección del ambiente y funcionan como verdaderos polos de inclusión social. En realidad, sus funciones superan ampliamente a sus competencias y muchas veces cubren espacios de gestión que otros niveles de gobierno omiten asumir.

Claro está que para prestar servicios o proveer bienes más allá de lo previsto, necesitan de una estructura tributaria que no se satisface sólo con la imposición de tasas. Los servicios indirectos también deben ser financiados y allí resultan de vital importancia los montos que reciben del entramado de las coparticipaciones, federal y provincial.

Cada vez que se vulnera el Régimen de Coparticipación Federal, se vacía la masa coparticipable, se crean asignaciones especificas que no respetan el resguardo constitucional, se pacta considerar como de libre disponibilidad fondos que tienen otro destino, etc. Así, los municipios sufren el recorte de los recursos que legítimamente les corresponden.

Por la aplicación de un principio de carácter transitivo, si la provincia recibe de la Nación menos de lo que debe, sus municipios también se perjudican. De igual manera, cuando la provincia no respeta sus propias leyes de coparticipación, dilatan las acreditaciones de fondos, cometen errores en el cálculo de los prorrateadotes, no persiguen la recaudación de sus tributos propios, los municipios pierden recursos y sus vecinos empeoran su calidad de vida.

Es por ello que los municipios deben poner énfasis en cuidar la integridad de las acreditaciones que provienen de los otros niveles de gobierno.

Hoy se reflota un tema que permanece latente en nuestra agenda y que se reactiva ante cada crisis fiscal, como es la reducción de los recursos que se coparticipan a los municipios.  
En esta oportunidad la reducción se produce porque la Provincia no contempla en su presupuesto el Fondo de Financiamiento Educativo (Ley 26.075)  para dar cumplimiento al artículo 9° de la Ley N° 26.206 (Ley Nacional de Educación), donde establece que el presupuesto en Educación no debe ser menor al 6% del PBI, y es restablecido para el ejercicio fiscal 2012 por el artículo 73 de la Ley de Presupuesto Nacional.   

Cabe destacar que la Ley 26.075 finalizó su vigencia en el ejercicio 2010 y en el año 2011 tampoco fue presupuestado aunque el Poder Ejecutivo propuso afectarlo de los recursos coparticipables a los municipios provenientes del régimen de Coparticipación Federal, pero que no obtuvo el consenso necesario en la legislatura.
El mencionado fondo tiene afectación específica, y será descontado de la Coparticipación Federal de Impuestos que recibe la provincia, que para el ejercicio 2012 es de aproximadamente $ 5.575 millones, lo que significará una disminución de recursos para las comunas de $ 900 millones aproximado ya que los Municipios, por Ley 10.559 (Coparticipación Municipal), reciben el 16,14% de los recursos que la Nación transfiere a la provincia de Buenos Aires por Coparticipación Federal de Impuestos – Ley 23.548. 
Los Municipios elaboraron sus presupuestos en base a los datos elaborados por el Ministerio de Economía donde no contemplaba esa detracción de fondos sobre la masa coparticipable, lo que complicaría gravemente sus finanzas.

Aumentar las tasas en forma generalizada, disfrazarlas para que no parezcan impuestos, no es una solución aceptable para incrementar los recursos. Los problemas fiscales sobreviven a los paliativos que puedan brindar las medidas tributarias coyunturales. 
Entonces, es justo y necesario reclamar lo que les corresponde por ley, además de ser cuidadosos y transparentes a la hora de gastar y eficientes a la hora de recaudar.
Por ello, para adoptar una medida permanente que signifique transferencias automáticas y no discrecionales y que reiteradamente se viene reclamando, es que proponemos el incremento en 1,36 puntos el porcentaje de coparticipación que reciben los municipios por la Ley 10.559, llevándolo de 16,14% a 17,5%, con el fin de compensar los menores recursos que recibirán los municipios, considerando que con esta iniciativa los recursos se incrementarían en $ 963 millones.

Por todo lo expuesto y con el objetivo básico de fortalecer el régimen municipal, es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de Ley.
